Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 10 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho gusto en recibir a una delegación de 
la Comisión de Funcionarios Restituidos del Estado, que planteará su postura con relación al proyecto 
de ley de actuación ilegítima del Estado, por medio del cual se pretende reconocer y reparar a las 
víctimas del período comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985. 


SEÑOR PUPPO.- Soy el Secretario de la Comisión de Funcionarios Restituidos del Estado. 


Desde hace aproximadamente cuatro años -concretamente, desde que se constituyó, en la 
calle Uruguay 823, este movimiento-, hemos venido luchando por la reparación de los funcionarios del 
Estado que fueron restituidos. Si bien nosotros estamos agradecidos por haber recuperado nuestros 
empleos -aclaro que esto también lo sostienen juristas como el doctor López Goldaracena-, tenemos 
que decir que no hemos recibido indemnización alguna por los más de diez años que estuvimos sin 
trabajo. No obstante ello, ahora nos encontramos con este proyecto de ley -que para nosotros 
constituye una novedad- de reparación integral que está a consideración del Senado. Digo que para 
nosotros es una novedad, porque durante las conversaciones mantenidas en otras Comisiones, en 
ningún momento se nos manifestó que nuestro pedido iba a quedar afuera, que no sería contemplado. 
Durante mucho tiempo se manejó la posibilidad de otorgar una suma equivalente a 8,5 Bases de 
Prestaciones y Contribuciones, pero jamás se nos ocurrió pensar que no iba a comprender a todos los 
funcionarios restituidos del Estado. No debemos olvidar -en más de una ocasión lo hemos 
manifestado- que se trata de gente que quedó en una situación muy delicada; por ejemplo, es distinta 
la situación de aquellos que se acogieron al beneficio jubilatorio que la de quien pudo recomponer su 
carrera, beneficio contemplado en la Ley N* 15.783. En torno a estos viejos servidores del Estado que 
quedaron en una pésima situación, que fueron perseguidos políticos y víctimas directas del terrorismo 
de Estado -fueron ellos los echados; no sus padres ni sus hijos-, hubo mucha desgracia: muchísima 
gente perdió su empleo, otra se autoeliminó, etcétera. 


Ahora bien, como aún no se ha reparado a los funcionarios del Estado que fueron restituidos 
-esto es algo que no lo decimos solamente nosotros, sino que es sostenido por otras personas-, existe 
consenso en aceptar la modificación a introducir al artículo 12 del proyecto de ley de reparación 
integral. La redacción actual que se plantea agregar es la siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido 
precedentemente, aquellas personas que hubiesen sido beneficiadas de lo dispuesto en las leyes 
indicadas en el inciso 3% del presente artículo y en situación de jubilación o pasividad percibiendo 
sumas inferiores a 8,5 (ocho y media) Bases de Prestaciones y Contribuciones mensuales, tendrán 
derecho a optar por la pensión especial reparatoria prevista en el inciso primero”. Nosotros 
proponemos que a continuación se diga: “sin necesidad de configurar la causal mencionada en el 
artículo 1” de la presente ley”. En otras palabras, pretendemos que no se exija que el funcionario haya 
estado en prisión. Si bien en lo personal no puedo asegurarlo porque afortunadamente no conocí esa 
situación, supongo que no ha de ser nada agradable; sabemos que esa gente ha sufrido un daño 
importante y que no ha sido reparada, por lo que desde ese punto de vista nos parece bien que sea 
atendida. No obstante, pensamos que está mal que los restituidos queden afuera cuando también han 
pasado dificultades durante tantos años. Tengamos en cuenta que muchos fueron echados a la calle, 
simplemente por haber sido delegados de mesa del Frente Amplio en las elecciones de 1971 o por 
haber tenido militancia gremial de cualquier tipo, siendo catalogados con categorías A, B o C, como el 
ganado. Quiere decir que sufrieron violación de los derechos humanos en lo que hace a la libertad de 
trabajo, independientemente de la creencia política, religiosa, etcétera, y más allá de lo que consagra 
la Constitución de la República. 


Sabemos que la posición del Doctor López Goldaracena habla de cinco fases en la 
reparación, de las cuales se procedió solo a la restitución. Nuestro razonamiento es el siguiente. Si 
todos estamos de acuerdo en que la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado laudó mal 
un tema y por ello es revisable, también debería serlo la Ley N* 15.783, dado que ambas emergen de 
un mismo momento histórico, en el cual la salida fue temerosa e insuficiente. 


A continuación, señor Presidente, quisiéramos ingresar en el aspecto jurídico. Por si fuera 
poco todo esto, en 1992, siete años después de sancionada la Ley N* 15.783, fuera de plazo, a través 
de la Ley de Presupuesto N* 16.320, se legisla sobre el beneficio jubilatorio previsto en el artículo 18 
de aquella, solo para los restituidos de algunos organismos tales como ANCAP o ANEP. Quiere decir 
que se le da una nueva oportunidad a quienes ya habían optado, como todos los demás. Esto sienta 
un precedente aún no reconocido para el resto de los restituidos, más allá de que ya perdimos la 
cuenta de las veces que hemos planteado el tema. 


En definitiva, entendemos que estas son las dos únicas soluciones a nuestro reclamo: la 
prevista en el proyecto de ley de Reparación Integral, con la modificación del artículo 12 que hemos 
citado, y la que implica el beneficio jubilatorio previsto en el artículo 18 de la Ley N* 15.783 a través de 
nuestro proyecto de ley, que es un reclamo histórico. Se trata de una iniciativa muy sencilla y que 
adjuntamos a cada carpeta que hemos entregado. Estamos hablando de personas que al día de hoy 
tienen treinta años de servicio con los consiguientes aportes, siendo que en aquel momento se hablaba 
de diez años como requisito para acogerse a este beneficio jubilatorio. Pues bien, reitero que a la fecha 
tienen treinta años de servicio o más. 


En resumen, esta es la situación de los funcionarios restituidos del Estado, que creemos se 
arregla fácilmente a través de esta modificación. Naturalmente, el Senado decidirá y, cualquiera sea el 
resultado, agradecemos a la Comisión por habernos recibido en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias por el aporte. La Comisión examinará el planteo, se expedirá 
oportunamente y elevará los antecedentes al Senado para que tome resolución. 


Además, quiero señalar -para que lo tengan en cuenta- que en lo que tiene que ver con 
reparaciones que importen erogaciones para el Estado, esta Comisión y el Poder Legislativo en su 
conjunto no pueden tomar ninguna decisión al respecto, sino que se necesita una iniciativa del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PUPPO.- Quisiera agregar lo siguiente. Si, por ejemplo, se tratara de 300 personas, a un 
promedio de $ 6.000 cada una, estaríamos hablando de $ 1:800.000. A nuestro juicio, esta cifra no 
sería para nada relevante, habida cuenta de que se destinaría a gente que fue perjudicada por la 
dictadura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, les agradezco la información brindada. 
(Se retira de Sala la Delegación de funcionarios restituidos del Estado) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Ex presos Políticos del Uruguay, 
CRYSOL) 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el agrado de recibir a la 
asociación CRYSOL a los efectos de conocer vuestra opinión sobre el proyecto de ley sobre actuación 
ilegítima del Estado y por el cual se reconoce el derecho a la reparación integral a las víctimas del 
período comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985. 


SEÑOR GRISONI.- En nombre de nuestro colectivo, conformado por ex presas y presos políticos, 
agradecemos a los señores miembros de la Comisión de Constitución y Legislación por recibirnos en el 
día de hoy y permitirnos expresar nuestro punto de vista con respecto al proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo que está a vuestro estudio. Concretamente, nos referimos al proyecto por el cual se 
reconocen las prácticas ¡legítimas del Estado y el quebrantamiento del Estado de Derecho, desde el 13 
de junio de 1968 hasta el fin de la dictadura cívico militar, el 28 de febrero de 1985. Valoramos que a 
24 años del retorno a la vida institucional, el Poder Ejecutivo tome la iniciativa de enviar un proyecto 
que, basándose en la normativa internacional sobre derechos humanos, dé cumplimiento a una 
obligación claramente definida y reglamentada por la comunidad internacional que nuestro país integra. 
Se expresa así la pretensión de avanzar en el camino de la reparación de los daños ocasionados y aún 
no resueltos, afianzando y fortaleciendo la democracia y haciendo justicia, aunque el texto del 


articulado sea inconsecuente con la exposición de motivos del proyecto, y claramente insuficiente. Es 
destacable que la iniciativa del Poder Ejecutivo reconozca el quebrantamiento del Estado de Derecho 
que legitimó las prácticas del terrorismo de Estado; que sitúe en junio de 1968 el momento en que en 
nuestro país se comenzó a perseguir y a reprimir a los opositores mediante procedimientos ilegítimos e 
ilegales; que se establezca claramente que el accionar represivo del Estado trascendió las fronteras 
nacionales y que, en el marco del Plan Cóndor, funcionarios del Estado uruguayo violaron los derechos 
humanos de presuntos opositores al régimen en Argentina, Paraguay, Brasil, Chile, Bolivia e, incluso, 
Europa, donde se controlaba la vida cotidiana de los ciudadanos uruguayos refugiados por razones 
políticas, ideológicas y gremiales. 


Valoramos positivamente la referencia explícita a la Doctrina de la Seguridad Nacional como 
concepción al amparo de la cual las Fuerzas Armadas y los servicios policiales y civiles de la época 
cometieron las atrocidades que la sociedad uruguaya y la comunidad internacional condenan. 


Valoramos que el texto del proyecto establezca y consagre que los ciudadanos que sufrieron 
violaciones a su derecho a la vida, a la integridad psicofísica y a la libertad durante dicho período, 
tienen derecho a una reparación integral, tal como lo señala la Resolución N* 60/147 de las Naciones 
Unidas, que es el estándar legal al cual deben ajustarse los Estados cuando se cometen violaciones a 
los Derechos Humanos, como las ocurridas en nuestro país. 


Valoramos que se señale el derecho a la atención integral, que se aborde la temática de la 
indemnización pecuniaria a las víctimas, aunque sea incompleta, que se declare la voluntad de 
promover acciones individuales y colectivas de homenaje, que se expidan documentos oficiales 
reconociendo la honorabilidad de las víctimas, que se dé participación a representantes de la sociedad 
civil en la Comisión que se propone crear para implementar la iniciativa y que se promuevan 
modificaciones a la ley jubilatoria N* 18.033 para superar algunas de sus insuficiencias. 


En la exposición de motivos se señala que se pretende dar cumplimiento a la Resolución N* 
60/147 de las Naciones Unidas, pero el texto de la ley no efectiviza -tal como se debe y se puede 
hacer- las recomendaciones de dicha norma, que es el estándar al cual el Estado uruguayo debe 
ajustarse. Como ciudadanos conscientes de nuestros derechos, reivindicamos los principios básicos de 
la reparación integral, tal como ellos han sido formulados por la comunidad de naciones: restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 


Algunos medios de comunicación han señalado que nuestra organización rechaza el proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo. Eso no es cierto; nuestro colectivo no rechaza el proyecto que está a 
estudio de la Cámara de Senadores en este momento. Consideramos que es positivo, que es un 
avance, pero parcial e insuficiente. El proyecto del Poder Ejecutivo presenta numerosas carencias e 
insuficiencias. En forma resumida, las señalaremos de la siguiente forma: 1) No se establece de 
manera formal y explícita la disculpa oficial por parte del Estado a las víctimas directas y al conjunto de 
la sociedad. 2) Entre los universos de víctimas se excluye a los niños y adolescentes de la época, que 
eran familiares directos de las ex presas y de los ex presos políticos. 3) No se establece un día oficial 
de homenaje a las víctimas del terrorismo de Estado. 4) No se destinan como centros de memoria 
lugares emblemáticos de la represión, como el Centro de Altos Estudios Nacionales -CALEN- y el ex 
Penal de Punta de Rieles. 5) Confunde la debida indemnización a los ex presos políticos con el 
beneficio de la Pensión Especial Reparatoria -PER- que otorga el artículo 11 de la Ley N* 18.033. 6) 
Los montos indemnizatorios que se establecen para los familiares de los detenidos desaparecidos y 
asesinados son exiguos y arbitrarios en tanto no se basan en la sentencia judicial. 7) No se conceden 
indemnizaciones a todos los universos de víctimas que deberían ser beneficiarios de las mismas: ex 
presos políticos, niños nacidos en cautiverio, muertos en las cárceles, personas que sufrieron daños 
graves, niños y adolescentes, familiares directos de las víctimas, exiliados y clandestinos. 8) Los 
beneficios en salud que se otorgan son inferiores a los que concede el Decreto N* 268/08 del Poder 
Ejecutivo, ya vigente en la materia, que deberían ampliarse y no restringirse. 9) No se contemplan los 
asuntos pendientes de resolución de la ley previsional N* 18.033 y que el artículo 15 del proyecto de 
ley de Reparación Integral de CRYSOL aborda satisfactoriamente. 10) No se explicitan debidamente la 
responsabilidad y potestades de la Comisión Especial que se crea a los efectos de planificar, organizar 
y ejecutar las reparaciones materiales y simbólicas que la ley establece. 11) No se adoptan medidas 
específicas destinadas a garantizar la no repetición de las violaciones a los derechos humanos, 
remoción de los obstáculos jurídicos para la verdad y la justicia. 12) Se obliga a quienes se amparan a 


la ley a renunciar a toda acción de reclamo a pesar de que el texto propuesto por el Poder Ejecutivo no 
cumple a cabalidad con la Resolución 60/147 de las Naciones Unidas. 


Además de hacer uso de la palabra en esta sesión, haremos entrega a la Comisión de un 
documento que contiene propuestas modificativas al proyecto del Poder Ejecutivo y que dan una 
solución efectiva a las carencias que hemos señalado. Esperamos que la Comisión las comparta y las 
adopte como suyas, introduciéndolas en el texto del proyecto que será remitido al Plenario para su 
discusión. 


Señores miembros de la Comisión: en estos veinticuatro años transcurridos desde el retorno a 
la institucionalidad democrática se han aprobado numerosas leyes destinadas a superar los daños, los 
perjuicios y las secuelas dejadas por el terrorismo de Estado en nuestro país. Se ha avanzado en los 
diferentes planos, pero para seguir avanzando en el camino de la justicia, para profundizar la 
democracia, para afirmar los valores y la cultura de los derechos humanos, nuestra sociedad, nuestro 
país -entre otros desafíos- tiene que aprobar en esta Legislatura, sin dilaciones ni postergaciones, una 
ley de reparación integral para todas las víctimas del terrorismo de Estado, sin exclusiones y que 
cumpla cabalmente con la Resolución N* 60/147 de las Naciones Unidas. 


Las propuestas que presentamos se orientan en tal sentido y, por tanto, esperamos que sean 
adoptadas por la Comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Naturalmente, la Comisión va a examinar con detenimiento la exposición 
brindada, así como también los documentos que dejen a su disposición, para orientar nuestro trabajo. 


Por mi parte, quiero realizar dos aclaraciones. 


En primer lugar, quiero señalar que la carátula del expediente ya ha cambiado; ahora se 
titula: “Actuación ilegítima del Estado. Se reconoce y se repara integralmente a las víctimas del período 
comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985”. Es decir que, simbólicamente, se 
cambia en alguna medida la forma como se presenta la legislación a sancionar, en el entendido de que 
ha habido en ese período una actuación ¡legítima que el Estado ahora reconoce y condena. 


En segundo lugar, quiero decirles -porque tienen que tenerlo presente siempre- que esta 
legislación, en lo que se refiere a las reparaciones materiales, debe tener la iniciativa del Poder 
Ejecutivo. De manera que esta Comisión no puede, en función de las disposiciones constitucionales, 
disponer erogaciones que no estén avaladas por el Poder Ejecutivo mediante su iniciativa. 


Si no hay otros comentarios, entonces, agradecemos a los representantes de la Asociación 
de Ex Presos Políticos del Uruguay, CRYSOL, por su presencia en la sesión de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Ex Presos Políticos del Uruguay, 
CRYSOL) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión del Reencuentro de los Uruguayos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la 
Comisión del Reencuentro de los Uruguayos integrada por los señores Artemio Almirón, Alba Roque, 
Carlos Buschiazzo y Juan Asaneli. 


SEÑORA ROQUE..- Mi nombre el Alba Roque y soy integrante de la Comisión del Reencuentro de los 
Uruguayos, que se reúne en el PIT-CNT. Nos hubiera gustado contar con la presencia de la abogada 
del PIT-CNT que nos representa en la Comisión 18.033, la compañera Rosario Oiz, pero no pudo venir 
por motivos particulares. 


En realidad, nosotros ya hemos visitado a algunos de los Senadores integrantes de esta 
Comisión a los efectos de trasmitir nuestras inquietudes en cuanto al proyecto sobre reparación integral 
que está a consideración en este ámbito. La Comisión que integro se reúne en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social y, dado que en este proyecto se plantean algunas mejoras a la Ley N* 18.033, 
queremos mencionar algunas inquietudes que surgen acerca de lo que se está trabajando. En 
principio, se propuso otorgar un beneficio extra sobre una Base de Prestación y Contribución a 
aquellas personas que hubieran sido amparados por la Ley N* 18.033; esto se planteaba en el artículo 
7%. Por nuestra parte, observamos que si esto quedara así, se restarían los que también se pudieron 
jubilar al amparo del artículo 8% de la ley mencionada. Esto fue planteado al Senador Gargano, así 
como también a algunos Diputados, quienes nos dijeron que se iba a tener en cuenta ese pedido que 
nosotros habíamos hecho ya que, de lo contrario, quedaban excluidos algunos compatriotas 
amparados por dicha Ley. 


Por otro lado, se supone que en la Ley N* 18.033 se planteaba la posibilidad de que, al año 
de implementarse, se hiciera un balance para analizar si no quedaron personas excluidas de la ley, por 
diferentes motivos, que también hubieran sido perseguidas por la dictadura. Entonces, por parte de la 
Comisión, al año se presentó un balance, aportando algunas mejoras que pensábamos se podían 
incluir. Sin embargo, debido al trabajo del Poder Legislativo, nunca se pudo hacer ese balance o, al 
menos, nunca se nos invitó, por lo que pensamos que nunca se realizó. Cuando nosotros acudimos a 
plantear este tema, se nos dijo que ahora se estaba analizando una ley de reparación integral en la que 
se podían incluir algunas mejoras como las que inclusive ahora hay. Aclaro que si hoy hubiera podido 
venir nuestra abogada, que participa en la Comisión, habría podido plantear mejor este punto. De 
todas maneras, entre las mejoras que nosotros pensamos se podían incluir, puedo mencionar el caso 
de algunos compañeros que si bien tenían diez años como mínimo de aportes al Banco de Previsión 
Social, no tenían aún 60 años, por lo que debían esperar en una edad en la que resulta difícil conseguir 
trabajo. En este caso, nosotros pensábamos que se podía implementar, de repente, en lugar de cuatro, 
dos prestaciones, lo cual colaboraría para mantenerse, ayudados por su familia, hasta los 60 años. 


Otro caso para plantear en una mejora sería el de personas que, teniendo 60 años, no puedan 
cumplir con los diez años de requisito para poder jubilarse. Es decir que habiendo sido amparados por 
la Ley 18.033, estas personas nunca van a poder llegar a los diez años por diferentes motivos. Se da 
el caso, por ejemplo, de compañeros que no eran tan jóvenes cuando fueron perseguidos y debieron 
dejar el trabajo o se fueron a trabajar al exterior y no se les computan esos años trabajados. No se 
trata de demasiados compañeros, pero hay varios que no pudieron ser amparados por la Ley 
N* 18.033. 


Por otra parte, tal como expresamos en su momento, aquellos compañeros que fueron 
despedidos de acuerdo con el artículo 4% del Decreto N* 518 de la dictadura fueron incluidos en la Ley 
N* 18.033. En muchos casos, cuando el grupo más sobresaliente de dirigentes sindicales fue 
despedido, otros compañeros tomaron su lugar. Estos también fueron despedidos, pero un tiempo 
después de iniciada la dictadura, es decir, no enseguida del golpe de estado. Entonces, aquellos que 
pudieron comprobar que no cobraron el despido, fueron amparados por la Comisión, pero no se incluyó 
a quienes cobraron unos pesitos y después trabajaron en lo que pudieron, logrando una jubilación muy 
pequeña. 


En consecuencia, dado que estamos cerca de la finalización del Período, tal vez no sea 
posible incluir estos casos en esta nueva ley. Por tanto, quisiéramos dejar la posibilidad de realizar 
algún balance y, por ejemplo, dentro de un año venir a plantear con más tiempo esta sugerencia a fin 
de hacer alguna mejora a esta ley, de acuerdo con lo que ustedes consideren necesario. 


Por esta ley, nosotros -me refiero a los que sí nos pudimos jubilar y no a los presos o los de 
la organización CRYSOL- nos jubilamos con una Base de Prestación como reparación. Obviamente, es 
mejor eso que nada, pero quizás sería bueno que fuera un poco más. Desde el 2006, los presos ya 
tienen cuatro prestaciones y media, y a nosotros recién nos darían una. De todas maneras ese no es 
nuestro objetivo principal, sino que más compañeros puedan ser amparados por esta ley. 


SEÑOR ALMIRÓN.- Quiero decir que no hemos podido conseguir datos recientes acerca de los 
expedientes. De todos modos, según un documento que tengo en mi poder y que data de un año atrás, 


habría 4.410 expedientes resueltos; 2.311 expedientes con vistas; y 2.142 expedientes no estudiados, 
lo que suma 8.863 expedientes. Sin embargo, desde esa fecha hasta que se aprobó esa ley, se han 
presentado algunos compañeros más. Por tanto, nosotros vamos a hacer los mayores esfuerzos para 
hacer llegar a los señores Senadores los últimos datos a la brevedad posible. 


Por otro lado, quiero agregar que respaldo lo expresado por la señora Roque porque muchos 
compañeros han quedado a la espera por cosas ínfimas y estamos hablando de una cantidad 
significativa para quien está pasando necesidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero a los integrantes de la delegación que lean detenidamente el proyecto 
de ley, que es de gran trascendencia histórica para el Uruguay porque, por ejemplo, el artículo 23 
otorga a la Comisión Especial la facultad de rever, a petición de parte, las resoluciones denegatorias 
que ha tomado. Por lo tanto, si podemos agregar algún beneficio más, lo vamos a hacer. Esa es la 
voluntad de todos. 


Agradecemos la presencia de los integrantes de la Comisión del Reencuentro de los 
Uruguayos. 


SEÑORA ROQUE.- Suponemos que este proyecto de ley va a ser aprobado en este período. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Debe ser aprobado. 
(Se retiran de sala integrantes de la Comisión del Reencuentro de los Uruguayos) 
(Ingresan a Sala integrantes de la Agrupación Obreros y Familiares Ex Textil Ferrés) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho gusto en recibir a integrantes de la 
Agrupación Obreros y Familiares Ex Textil Ferrés. 


SEÑOR PRESSA.- Queremos compartir los diez minutos que nos dan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una aclaración. No les damos diez minutos; tenemos la obligación 
de escuchar a todas las delegaciones y para poder hacerlo debemos dividir el tiempo disponible de tal 
forma que todos puedan llegar a la Comisión para expresarse. 


SEÑOR PRESSA.- De acuerdo, señor Presidente; nos guiamos con las pautas que nos dieron y 
vinimos organizados para no extendernos. 


En primer lugar, queremos agradecer que nos hayan recibido, después de tanta insistencia, 
para reivindicar lo que ha sido la historia de este proyecto de ley y la Ley N* 18.033 respecto a la 
reparación de víctimas de la dictadura. En definitiva, tenemos que fundamentar lo nuestro. Podemos 
decir que nuestra historia se remonta al año 2005, cuando se presentó la iniciativa relativa a la Ley N* 
18.033, que fue variando hasta ser aprobada en octubre del 2006. No queremos extendernos 
demasiado en esto para no perder tiempo ni impedir a nuestros compañeros agregar lo que consideren 
conveniente, pero sí creemos que hemos sido muy justos y que hemos narrado muy bien nuestra 
historia de obreros de la textil Ferrés, en aquel feudo que era Punta Yeguas, donde dependíamos de la 
vivienda y del trabajo, y de donde fuimos despedidos por aquel decreto del 4 de julio de 1973, sin 
derecho a despido ni a ninguna otra cosa que se circunscriba a un despido normal, por decirlo así. 
Obviamente, eso generó una pérdida, que no fue solo económica, sino también moral y social, y que 
significó también la pérdida de la vivienda por parte de muchos compañeros. Es decir que esa 
situación se reflejó en un ámbito muy amplio. A todo esto se agregan las famosas “listas negras”, con 
lo cual nos vimos enfrentados a varios hechos: el haber sido despedidos a través del mencionado 
decreto, el no conseguir trabajo y el ser reprimidos, porque fuimos presos en varias oportunidades. 
Todo eso constituyó algo así como un exilio automático. Fuimos despedidos y afectados en lo 
económico, pero también moral y socialmente. 


No hubo reinserción laboral, cosa que planteamos en la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social el día 30 de agosto de 2006, o sea, dos días antes de aprobarse la Ley N* 18.033. 
Recordamos que en aquella oportunidad se hizo un cuarto intermedio para finalmente aprobar el literal 
C) de la norma, en el que se incluyó a los que habíamos sido despedidos. Sin embargo, no fuimos 
totalmente amparados. En esa Ley se habla de los sesenta años, y de los diez de aportes al Banco de 
Previsión Social. Tal como dijimos entonces -lo que consta en la versión taquigráfica-, el promedio de 
edad de los compañeros era de 18 ó 20 años, por lo que no iban a llegar nunca a esos índices. Pues a 
los hechos nos remitimos. 


Hace alrededor de mes y medio dejamos a los señores Senadores integrantes de esta 
Comisión un memorándum que contiene toda nuestra historia y problemática, además de nuestras 
reivindicaciones. Además, hemos solicitado entrevistas con cada Legislador, solicitudes que fueron 
reiteradas hasta la pasada semana. Entendemos que cada Senador dispone de poco tiempo y que, 
además, estamos viviendo tiempos preelectorales, pero lo nuestro es importante, puesto que no 
hemos sido totalmente amparados. 


Como hemos dicho ya una y mil veces -desde hace tres años-, no vamos a compararnos con 
las víctimas de la dictadura, porque hacerlo sería algo muy feo. Entonces, de ninguna manera nos 
comparamos con quienes estuvieron presos, ni con quienes fueron exiliados, torturados y muertos. 
Pero lo cierto es que padecimos una situación muy especial como obreros. 


Cabe recordar que hay un informe de la Comisión Especial que aún funciona en la órbita del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de cuyo contenido se desprende claramente la falencia que 
hubo con relación a la Ley N* 18.033, porque de un total de 164 obreros, solamente 64 fuimos 
contemplados por la norma y amparados frente al Banco de Previsión Social. O sea que, en su 
mayoría, hubo gente exiliada, presa, etcétera. 


En realidad, nosotros apuntamos al hecho de que, si se habla de reparación, no lo tomen 
como una jubilación. Así lo expresamos en el balance que fue entregado a cada uno de los señores 
Senadores en sus respectivos despachos y secretarías. Concretamente, el tema que venimos a 
plantear es que, del total de despedidos, se logró ubicar a 43 compañeros. El balance que se hizo 
sobre lo que significó esta reparación -que, para nosotros, no es tal-, arrojó la cifra de $ 120.000 
mensuales. Ahora bien, dejemos a un lado el tema monetario y centrémonos en lo más importante, que 
es el aspecto moral y todo lo que significó en aquel momento andar clandestinamente, estar preso, 
exiliado, etcétera. 


Frente al proyecto de ley que ha sido presentado ante esta Comisión, queremos aclarar muy 
puntualmente que el tiempo nos dio justo para trabajar en el tema y agotar todos los recursos. Desde el 
año 2005, en que apareció este anteproyecto de ley, venimos abordando e insistiendo en torno a este 
tema, a tal punto que, a último momento, fuimos incluidos en el literal C). Luego se aprobó la Ley N* 
18.033, y como no fuimos contemplados totalmente en ella, continuamos insistiendo y solicitando 
audiencias para plantear nuestra situación. Ahora resulta que hace quince días nos enteramos de que 
este proyecto de ley había ingresado a consideración de esta Comisión. En virtud de ello, estamos en 
este ámbito y nos presentamos ante los señores Senadores para plantearles que no es nuestra 
intención repetir toda la historia y hablar sobre lo que significó para nosotros, como obreros, lo ocurrido 
en aquel momento; simplemente, queremos que, dado que estamos limitados en el tiempo, aguarden 
dos días para que les podamos hacer llegar un escrito ampliatorio de lo que estamos manifestando en 
este momento. Sabemos que esta Comisión se reúne los días martes; por tal razón, nos 
comprometemos a que el próximo viernes reciban un escrito ampliatorio sobre lo que, a nuestro juicio, 
entendemos se puede cambiar. Incluso, yendo un poco más allá del tema, podríamos incluir aquellos 
planteos que consideramos lógicos y que hacen al aspecto moral y social. Realmente, no sabemos si 
los compañeros que están próximos a los 60 años de edad van a llegar a cumplir los diez años de 
aportes al Banco de Previsión Social porque, a esta altura, no los van a contemplar. En este sentido, 
nosotros tenemos compañeras que han sido compensadas con cifras de $ 200 y $ 400. Del grupo de 
164 personas del movimiento obrero -del que hablé anteriormente- que se anotó y del que salimos 
unos pocos, se nos compensó con ese poco dinero. Ahora, por medio de este proyecto de ley, se 
pretende dar una prestación básica de $ 1.944. Quiere decir que por un lado nos dan una jubilación y, 
por otro, una reparación. Parecería que hay cosas que se contradicen. 


En definitiva, esto queda en manos de ustedes. En lo personal, voy a terminar mi exposición 
porque sé que hay otros compañeros que desean intervenir. De cualquier forma, reitero que en el 
término de dos días enviaremos un informe ampliatorio con nuestra posición aunque, lógicamente, no 
estará encarado desde el punto de vista jurídico, más allá de que contamos con nuestros asesores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Advierto que han sobrepasado largamente los diez minutos que se les habían 
asignado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Solamente quiero precisar un poco más lo que tiene que ver con la 
reivindicación. En las copias de las entrevistas anteriormente efectuadas que les hemos entregado, 
figura claramente lo que pretendemos, esto es, que se elimine el requisito de incompatibilidad de la Ley 
N? 18.033. Sucede que hay compañeros que pudieron reinsertarse en el mercado laboral y que por ello 
obtuvieron una jubilación, pero al superar escasamente el monto de las cuatro Bases de Prestaciones y 
Contribuciones que plantea la ley, no fueron considerados. Está claro que esas personas no fueron 
reparadas en forma alguna. Por lo dicho, entendemos de justicia que las Bases de Prestaciones y 
Contribuciones queden meridianamente claras como reparación por los hechos que el compañero 
acaba de describir, que sufrimos a raíz del golpe de Estado. Consideramos que la inserción laboral con 
mayor o menor suerte depende de las capacidades de cada uno, pero las vicisitudes vividas en aquel 
momento fueron iguales para todos. Por tal motivo, insisto, nos parece de estricta justicia que las 
Bases de Prestaciones y Contribuciones no pasen a ser de jubilación sino de reparación. 


Por otro lado, hay un aspecto importante que también deseo destacar. Hay compañeros que 
por poco no llegan a los 60 años, están sin trabajo y tienen dificultades físicas que hacen que tal vez no 
alcancen esa edad. Entonces, debería eliminarse ese límite de edad. 


En resumen, lo más importante es que se elimine ese requisito de incompatibilidad con 
cualquier otra prestación, jubilación o pensión. A nuestro juicio debe tratarse, estrictamente, de una 
reparación por el daño moral sufrido en circunstancias del golpe de Estado. 


SEÑOR PRESSA.- Es importantísimo lo que señaló el compañero. Ya hemos hecho referencia al 
momento en que surgió el anteproyecto de la Ley N” 18.033 y a que hemos seguido todas las 
iniciativas que se han venido manejando. Este anteproyecto derivó del Poder Ejecutivo a la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado la que entendió -según nos informaron- que no se 
trataba de un tema de seguridad social. Entonces, si no es un tema de seguridad social, nos deben 
tener en cuenta en la reparación y no en la jubilación. 


Nada más. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho el aporte que han hecho a la Comisión. 
(Se retira de Sala la delegación de la Agrupación Obreros y Familiares ex Textil Ferrés) 
(Ingresan a Sala representantes de la Comisión ad hoc de Destituidos Judiciales) 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el gusto de recibir a los 
representantes de la Comisión ad hoc de Destituidos Judiciales a los efectos de escuchar su opinión 
sobre el proyecto de ley a estudio, por el cual se reconoce el derecho a la reparación integral a las 
personas que pueden ser consideradas como víctimas de la actuación ilegítima del Estado en el 
período comprendido entre el 13 de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985. 


SEÑORA SÁNCHEZ.- Hace aproximadamente dos meses solicitamos audiencia para ser recibidos por 
la Comisión y ya en ese momento teníamos idea de lo que era el proyecto de ley reparatorio, pero 
posteriormente, después de recibir algunos asesoramientos, nos dimos cuenta de que la situación era 
diferente. 


Quiero señalar que hay un grupo de compañeros que en su momento fueron destituidos y 
son beneficiarios de la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre de 1985, que consideran que están en una 
situación injusta y que a la luz, tanto de la exposición de motivos del proyecto de ley que está estudio 
en este ámbito, como de su propio espíritu, podrían ser contemplados. Concretamente, estamos 
hablando de que se han planteado diez situaciones, todas ellas diferentes. Pensamos que la Comisión 
formada en la época podría ahora, habida cuenta del tiempo transcurrido y la experiencia acumulada, 
adoptar una resolución integral para estos casos que son completamente diferentes. A este respecto, 
contamos con la experiencia del señor Ricardo Nelson Constanzo Ruiz y de la señora Julia Carolina 
Nin Imaz, que me acompañan en la tarde de hoy. Si los señores Senadores me lo permiten, quisiera 
señalar que redactamos un aditivo que, a nuestro juicio, podría dar solución a los casos antes 
mencionados y que establece: “Habilítase un nuevo plazo de presentación de 180 días perentorios 
para nuevas solicitudes ante la Comisión Especial, al amparo de la Ley N* 15.783, de 28 de noviembre 
de 1985”. 


Las personas que mencioné, en su momento, cuando se promulgó la ley de 1985, volvieron al 
país pero no pudieron tomar las mejores resoluciones en esa instancia y consideran que las 
situaciones que padecen desde ese entonces son injustas. 


SEÑOR CONSTANZO.- Yo estuve exiliado en Ginebra y cuando se restituyó el régimen democrático fui 
reintegrado al Poder Judicial. Concretamente, trabajé durante dos períodos: el primero fue de cinco 
meses; luego, volví a Ginebra y cuando retorné al país, trabajé durante tres meses más. El problema 
en aquel momento era que mi esposa, funcionaria de Secundaria, también había sido destituida y, por 
consiguiente, teníamos como ingreso un solo salario que, obviamente, no era suficiente para 
mantenernos. Por esa razón, decidimos quedarnos en Ginebra, además de que nuestro hijo debía 
terminar sus estudios en curso. Posteriormente, por diferentes causas, se nos hizo imposible volver al 
Uruguay, pero en cuanto se me planteó la posibilidad de regresar -en este momento soy viudo-, así lo 
hice y en forma definitiva. El problema que tengo ahora es que me resulta imposible jubilarme en virtud 
de que no puedo cumplir con las exigencias para acogerme a ese régimen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y la información que nos han brindado. 
(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Ad Hoc de Destituidos Judiciales) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Madres y Familiares de Detenidos 
Desaparecidos) 


La Comisión de Constitución y Legislación da la bienvenida a los representantes de la 
Asociación de Madres y Familiares de Detenidos Desaparecidos, la Licenciada Gimena Gómez y el 
Doctor Javier Miranda, a quienes ofrecemos el uso de la palabra para que puedan realizar su 
exposición. 


SEÑORA GÓMEZ.- En principio, quisiéramos agradecer a los señores Senadores por habernos 
recibido y darnos la oportunidad de intercambiar algunos puntos de vista sobre este proyecto de ley 
que ha enviado el Poder Ejecutivo. Esa iniciativa fue analizada por nuestra organización y, por lo tanto, 
lo que vamos a expresar en este ámbito ha surgido de un consenso de todos sus integrantes. 


Consideramos que la ley de reparación era debida y, por consiguiente, la apoyamos y la 
promovemos, porque está orientada al “nunca más”. Precisamente, el “nunca más” lo concebimos 
como un nunca más al terrorismo de Estado, y en ese sentido pensamos que hay algunos conceptos 
que deben ser aclarados, como por ejemplo, quiénes son víctimas del terrorismo de Estado, cuáles 
fueron las violaciones que se cometieron, qué debe repararse y cómo debe repararse. Entendemos 
que ese debe ser el punto de partida en este tema. El Estado uruguayo violó los derechos de miles de 
personas y, por lo tanto, se hace necesario reparar ese daño. 


Nuestro grupo hace suyas las normas internacionales sobre reparación integral, que 
constituyen herramientas para resolver o curar heridas en situaciones de violaciones a los derechos 
humanos. Con ello queremos reflexionar para colaborar en el proceso y, en este sentido, vamos a 


intentar hacer aportes al proyecto de ley que se está discutiendo. En lo que refiere a la exposición de 
motivos, quisiéramos destacar como un punto muy importante el reconocimiento de la responsabilidad 
del Estado uruguayo en las violaciones a los derechos humanos y, además, que sea la primera vez que 
se tenga en cuenta desde el período previo a la dictadura. Esto para nosotros es muy importante, así 
como también el hecho de que se extienda la reparación a los familiares y que se establezca la 
obligación del Estado a reparar. 


A su vez, queremos resaltar la enumeración de principios aplicables a la reparación integral 
como la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción, las garantías de no repetición y 
la prevención. Creemos que el articulado del proyecto no incorpora la totalidad de estos principios, más 
allá de que están explicitados en la exposición de motivos. Por ello, consideramos que es perfectible y 
este es el ánimo que hoy nos motiva a estar aquí. 


SEÑOR MIRANDA.- Quiero reiterar el agradecimiento a los señores Senadores por habernos recibido 
y poder ingresar en el análisis del articulado del proyecto de ley a consideración de este Cuerpo. 


Con respecto a los artículos 1 y 2%, quiero señalar que nos parece importante -tal como lo 
señaló la Licenciada Gómez- el reconocimiento que se hace, tanto al período de la dictadura como al 
previo a ella. Sin embargo, no nos parece acertado que se hable de violaciones sistemáticas a los 
derechos humanos -en particular, de prácticas sistemáticas de tortura, desaparición forzada y prisión, 
homicidios, aniquilación de personas en su integridad psicofísica, exilio político o destierro de la vida 
social- referidas únicamente al período comprendido entre el 13 de junio de 1968 al 26 de junio de 
1973, y no se haga la misma mención de esas prácticas sistemáticas en el período que va desde el 27 
de junio de 1973 y el 28 de febrero de 1985, que es al que refiere el artículo 1%, es decir, la práctica 
sistemática de violaciones a los derechos humanos que, sin duda, ocurrieron especialmente en la 
dictadura. Aquí hay una discordancia entre el artículo 1% y 2% que creemos importante remarcar y tener 
en cuenta. 


En cuanto al artículo 3%, nos parece fundamental el reconocimiento del Estado a la 
reparación integral. En este sentido, saludamos que en la exposición de motivos se haga referencia a 
la Resolución N* 60/147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Este artículo recoge 
expresamente las categorías de reparación integral que menciona esta resolución: restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. Consideramos que 
enriquecería el proyecto si, al final del artículo 3%, concretamente, después de la expresión “garantías 
de no repetición”, agregáramos una coma y se dijera algo: “de acuerdo con lo establecido en la 
Resolución de la Asamblea General, 60/147” -que, por cierto, está mal citada en la exposición de 
motivos- de la Asamblea General de las Naciones Unidas”. Creemos que eso permite incorporar a la 
legislación nacional el texto del instrumento internacional, que tiene naturaleza declarativa, 
contribuyendo así a su más clara interpretación. 


Con respecto a los artículos 4* y 5%, ambos proyectos coinciden en cuanto al ámbito material 
de los ilícitos que allí se prevén y también en cuanto al ámbito geográfico; en particular, se reconoce la 
responsabilidad del Estado por violaciones ocurridas fuera del territorio nacional, con lo cual se recoge 
el fenómeno de la coordinación represiva, hoy insoslayable e innegable. Y también queremos 
mencionar una cuestión muy menor, pero que es un problema de ajuste legislativo: nótese que en el 
artículo 4%, cuando se refiere al ámbito temporal, se menciona el período que va hasta el 1% de marzo 
de 1985, cuando en el artículo 1? se habla del período que va hasta el 28 de febrero de 1985. Allí se 
produce una discordancia que, obviamente, es menor pero que debería corregirse. 


Con relación al sujeto activo de las violaciones, nos parece totalmente adecuada la asunción 
de responsabilidad por parte del Estado -esto corresponde a lo que es la construcción histórica de los 
Derechos Humanos- y de aquellos particulares que hayan actuado con su tolerancia, aquiescencia o 
apoyo. 


En cuanto a las formas de reparación, que están previstas en varias normas, queremos 
reiterar la importancia de la reparación integral. Familiares hace hincapié central en la reparación 
integral y, en particular, en lo que tiene que ver con la forma de restitución del derecho conculcado. La 
primera forma de reparación, no solo en el Derecho de los Derechos Humanos, sino en cualquier rama 


del Derecho -y, sin duda, en el Derecho Civil, que es una de mis debilidades-, es la ejecución forzada 
específica: cuando hay un derecho que fue violado, se intenta restituirlo a aquel que ha sido víctima de 
esa violación. Por eso, los señores Senadores pueden imaginar que para Familiares el tema de la 
restitución es central, porque allí está en juego el tema de la verdad. La verdad es una forma de 
restitución de un derecho conculcado a las víctimas de violaciones a los Derechos Humanos. 


Nosotros creemos que el proyecto no recoge todas las formas de reparación que tiene 
prevista la Resolución N* 60/147 de la Asamblea General de Naciones Unidas. El concepto de 
restitución se recoge en la mención que se hace a una serie de leyes ya aprobadas por el Parlamento 
Nacional, que integrarían las distintas formas de restitución, pero nosotros creemos que sería 
conveniente mencionar dos leyes más, sin perjuicio de que se habla de normas análogas. Me refiero a 
la Ley N* 18.026, de 25 de setiembre de 2006, que es la ley de cooperación con la Corte Penal 
Internacional en materia de lucha contra el genocidio, los crímenes de guerra y los crímenes de lesa 
humanidad, y la Ley N* 18.420, de 11 de noviembre de 2008, que es la que aprueba, por decirlo de 
alguna forma, la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las 
Desapariciones Forzadas. Nosotros creemos que esos dos textos normativos, en la medida en que 
están “incorporados”, entre comillas, a la legislación nacional, deberían figurar en ese elenco; esto 
nuevamente cumple una función interpretativa e integrativa fundamental a la hora del análisis de la ley. 


Respecto a la indemnización, Familiares ha sido sumamente cauto -y lo sigue siendo- en 
cuanto a que no quiere sesgar la discusión en un aspecto de la reparación, que es la económica. Sin 
embargo, creemos que debe tenerse particularmente en cuenta el Principio 20 de la Resolución N* 
60/147 de la Asamblea General de Naciones Unidas. 


También queremos hacer un llamado de atención -más allá de que el tema daría para un 
extenso análisis- sobre el problema de coordinación que existe entre las personas mencionadas en los 
artículos 11 y 9” del proyecto. En efecto, cuando se habla de quiénes son las personas a las que se les 
va a entregar ese documento de víctima de violación a los Derechos Humanos, se hace un elenco de 
personas, pero luego, en el texto del artículo 11, cuando se habla de la indemnización, se generan 
ciertos desajustes que pensamos que hay que revisar. Y lo mismo sucede en materia de rehabilitación. 
Queremos también destacar un aspecto fundamental del artículo 9%, que es la cobertura farmacológica 
y científica. Una de las formas de rehabilitación central es el prestar asistencia a las secuelas de las 
víctimas de graves violaciones a los Derechos Humanos. Entonces, creo que este es un acierto del 
proyecto de ley que quería resaltar. 


Con relación a la satisfacción -sigo utilizando la terminología de la Resolución 60/147 de la 
Asamblea General de Naciones Unidas-, debo decir que si bien los artículos 1%, 29 7* y 8% del proyecto 
recogen el reconocimiento de la responsabilidad del Estado mencionando el terrorismo de Estado, esto 
también es limitado. Por ejemplo, no recoge la posibilidad de la celebración de fechas conmemorativas 
de la verificación de los hechos que es, para nosotros, uno de los temas centrales de la revelación 
completa y pública de la verdad a que se refiere el parágrafo 20 de la Resolución de la Asamblea 
General. Creemos que esto es importante y que una de las formas de subsanarlo será, justamente, a 
través de la incorporación, al final del artículo 3% del proyecto, de una mención expresa de la 
Resolución 60/147 de la Asamblea General de Naciones Unidas. Seguramente, con esta inclusión 
integraríamos el articulado. 


Por otra parte, en cuanto a las garantías de no repetición, si bien se puede comprender 
perfectamente por qué no están específicamente mencionadas en el texto de la ley, pensamos que 
deberán figurar. Si uno lee la Resolución de la Asamblea General, observamos que estas garantías de 
no repetición tienen que ver con cuestiones institucionales. La construcción del “nunca más terrorismo 
de Estado y nunca más violaciones a los Derechos Humanos” en nuestro país depende en forma 
fundamental del desarrollo institucional que podamos dar a nuestra República en la creación de 
instancias de promoción y protección de los Derechos Humanos. En ese sentido, me permito recordar 
la Ley que el Parlamento sancionara y que promulgara el Poder Ejecutivo el 24 de diciembre del año 
pasado sobre la creación de la Institución Nacional de Derechos Humanos. De alguna manera, dicha 
ley de creación de tal Institución es una de las formas de garantías de no repetición, pero solo es una. 
En tal sentido, consideramos que esto debería figurar, ya sea en el texto del articulado, en la 
exposición de motivos o en el debate parlamentario, pues constituye un importante aporte en materia 
de garantías de no repetición. 


Con respecto al artículo 18, el proyecto de ley establece una prescripción para la promoción 
de acciones por los particulares y excepciona del plazo de un año a los artículos 8* y 9”. El artículo 7" 
del proyecto se refiere al deber del Estado de realizar reparaciones simbólicas. Si bien es claro que el 
artículo 18 está pensado en función de la promoción de la actuación de particulares, nosotros creemos 
que debería mencionarse en el artículo 18, también como excepción al plazo de prescripción, al 
artículo 7”. El Estado no debería quedar limitado por un plazo de un año a la promoción de medidas de 
reparación simbólica que, entendemos, son centrales pues son procesos de dignificación de las 
víctimas y de la población en general. 


Además, quiero decir que el artículo 22, tal cual está proyectado, refiere exclusivamente a la 
acción penal. En la medida en que los particulares no son titulares de la acción penal, sino que lo es el 
Estado, definitivamente no pueden los particulares renunciar a eso. Sin embargo, para evitar cualquier 
tipo de equívoco o de interpretación desajustada, creemos que no estaría de más incorporar la 
mención de que la renuncia es a toda acción reparatoria, y que excluya expresamente a la acción 
penal. 


Finalmente, cabe mencionar que tratándose de una ley reparatoria de graves violaciones a 
los Derechos Humanos, consideramos que la indemnización no debe estar sujeta a cargas tributarias, 
en particular, el Impuesto a la Renta a las Personas Físicas u otras cargas tributarias similares. 


Por lo tanto, saludamos esta iniciativa y, de alguna manera, queremos alentar a los señores 
Legisladores a estudiar este proyecto, que representa un avance sustancial en la construcción conjunta 
y colectiva de un efectivo nunca más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A título personal, solicito que la delegación nos haga llegar un resumen que 
incluya cuáles son las disposiciones que, a su entender, necesitan una iniciativa privativa del Poder 
Ejecutivo -porque aumentarían la carga del Estado en cuanto a la reparación- y cuáles no. 
Concretamente, que se nos haga un detalle, artículo por artículo, sobre en cuáles sí importa, a fin de 
tenerlo claro al momento de votar el articulado. 


SEÑOR RAMELA.- Quiero añadir algo a lo que acaba de decir el señor Presidente. Yo suscribo la 
solicitud que acaba de hacer y, a mi entender, debe ser hecha en nombre de la Comisión y no 
personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de Madres y Familiares de 
Detenidos Desaparecidos y los aportes brindados. 


(Se retira de Sala la delegación de Madres y Familiares de Detenidos Desaparecidos) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir a una delegación de la 
Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos, integrada por el señor Erardo Velázquez, el señor 
Baudilio Hernández, la señora Blanca Machado, la señora María del Carmen Peña, la doctora María 
del Pilar Elhordoy, el señor Alcides Lanza, el señor Eduardo Rodríguez y la señora Carmen Altesor. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- Esta Comisión hace casi 25 años que viene trabajando por la reparación de 
todos los perjudicados por la dictadura. Comenzó atendiendo a los presos pobres que eran liberados, 
dándoles ropa, comida, depósito para alquileres, para algún quiosco, atención médica, etcétera. Eso 
fue lo que, en aquel momento, hizo la Comisión, ya que habíamos recibido una donación de una ONG 
alemana. Nosotros trabajábamos en ese estilo y continuamos haciéndolo por una ley que nos diera una 
reparación a todos los perjudicados por la dictadura. Esta Comisión albergó a presos, exiliados, 
clandestinos y destituidos. Por lo tanto, nosotros seguimos realizando el mismo planteo y hemos 
encontrado algunos escollos, e incluso, personas que nos han dicho: “Pero no hicieron guerrilla para 
ser jubilados”. Contestamos que no hicimos guerrilla para ser jubilados, pero las circunstancias de 
aquel momento generaron situaciones de las que no escapamos y más allá de que no pensamos en 
eso, nos encontramos inmersos en ellas. Además, muchas veces hemos recalcado que acá se ha 


reparado gente guerrillera, e incluso, existe una resolución vinculada con pensiones otorgadas a 
militares y civiles de las campañas de 1897 y 1904; se trata de personas que pelearon por las divisas y 
no por problemas sociales del país. Por lo tanto, creemos que tenemos el derecho de solicitar una 
reparación porque aquí se han elaborado leyes ambiguas: en el Gobierno de Batlle se aprobó, primero, 
la Ley N* 17.449 y después la Ley N* 18.033. Nosotros pretendemos cerrar esta situación de reclamos 
que estamos haciendo ante muchas organizaciones. 


Concretamente, la resolución sobre pensiones a militares y civiles de las campañas de 1897 
y 1904, que ya mencioné, expresa: “Se dispone que tendrán derecho a su otorgamiento, acumulable a 
cualquier otra asignación que perciban los que intervinieron como integrantes de las Fuerzas Armadas 
Nacionales o de las Fuerzas Revolucionarias y se crea una Comisión Especial para su tramitación que 
funcionará en la Caja de Pensiones Militares.” 


También a propósito de esto último, quiero leer lo siguiente: “El Senado y la Cámara de 
Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General decretan: 
“Artículo 1*.- Los militares y los civiles que intervinieron en la Campaña del año 1897 o en la de, 1904 
como Jefes, Oficiales o Personal de Tropa de las Fuerzas Armadas Nacionales, o de las Fuerzas 
Revolucionarias, tienen derecho a una pensión mensual de (Ciento veinte pesos) acumulable a 
cualquier otra asignación que perciban sus titulares por concepto de retiro, jubilación o pensión”. 


Volviendo a la Ley N* 18.033, podríamos decir que es “barata”. ¿Por qué digo esto? Porque 
el compañero que ya percibía una pensión o jubilación tenía que renunciar a la misma. Entonces, 
nuevamente estamos haciendo este planteo porque creemos que esta ha sido una ley discriminatoria y 
entendemos que deber haber una reparación para aquellos que hicimos la patriada. Acá, los exiliados y 
los clandestinos se la tuvieron que jugar. 


Seguidamente, y también en relación a toda esta problemática, vamos a leer un informe para 
redondear nuestro planteo y reclamo. El mismo dice: “La Comisión por el Reencuentro de los 
Uruguayos, se presenta para poner en vuestro conocimiento la situación en que se hallan los 
perjudicados por el gobierno de facto; estos se encuentran en una situación crítica, esencialmente por 
la forma de encausar la reparación integral. 


Se pensaba que se iban a enmendar los errores de la Ley N* 18.033 y modificar las trabas 
que impiden acogerse a las resoluciones favorables de la Comisión Especial de la misma ley. Esas 
resoluciones son impedidas de aplicar en el BPS porque, o faltan años de aportes -se exigen 10 años o 
similares-, o años de edad y se podían modificar los aportes de los que tengan. Entonces, la ley 
debería decir “los que se hallan aportando”, pues si no, quedan excluidos compañeros que no fueron 
procesados y que tuvieron que pagar por su libertad fianzas y expensas carcelarias; además tenían 
libertad vigilada y no pudieron salir del país, pasando a la clandestinidad por ejemplo.” 


Aquí dejamos una lista relacionada con compañeros que, efectivamente, pagaron expensas 
carcelarias, tuvieron libertad vigilada y, además, no pudieron trabajar por el hecho de haber estado 
presos; en este sentido, la situación en aquel momento era realmente dramática. 


Siguiendo con el informe que estaba leyendo agrego: “Otros ejemplos de algunas 
desigualdades: la situación de los compañeros presos a los que no se les impide por ninguna 
circunstancia acogerse y, además, tienen mejor remuneración; ni edad -60 años- ni Acto 9, que es una 
imposición del gobierno de facto; también Leyes como la N* 17.449 y la N* 18.033.” Hoy estamos en 
democracia y esto aún continúa. 


“La franja menor son $ 7.000. La cuestión es saber si, ¿hay una fórmula para que con $ 
7.000 se pueda vivir? Vosotros sabéis que se condena a la miseria y al hambre y se les obliga a 
trabajar “en negro" haciendo changas, porque a determinada edad sos viejo; no es justo que existan 
situaciones de discriminación, porque el terrorismo de Estado lo sufrimos todos.” Con esto queremos 
significar que, por ejemplo, a los presos se les dio una franja superior a la que se otorgó a los 
clandestinos y exiliados. Por esa razón planteamos la cuestión de por qué se hace tal discriminación. 


“Lo que hay que reparar son los derechos humanos y el Estado no ha cumplido con pactos 
firmados en esta situación; sólo se ha intentado pero no cumplido de acuerdo a lo que son las 
exigencias internacionales; en otros países, donde hubo dictadura, fueron más generosos. Aquí se 
elaboraron leyes ambiguas y discriminatorias; no se abordaron los fundamentos de Naciones Unidas 
de dignificar, indemnizar, rehabilitar y otorgar buenas garantías de vida, de no repetir mecánicamente 
las mismas fórmulas. No se ha creado una verdadera ley de reparación integral.” Estamos diciendo 
que, al momento presente, no hemos logrado esos objetivos. 


“Es fundamental recordar que en este Uruguay se instaló un gobierno de facto con crueldad 
para los seres humanos, los cuales tuvimos que soportar las torturas y malos tratos para el 
restablecimiento de un país libre de dictadura. El pueblo se organizó a través de compañeros 
clandestinos y exiliados que tuvieron que optar por clandestinidad y/o exilio, que fueron torturados y 
pudieron escapar sin comprometerse, ni comprometieron; además eran perseguidos y muchos lograron 
esquivar 'como se pudiera' a los milicos; en allanamientos se ocultaban en tanques de agua, fosas 
sépticas, caños, berretines, cunetas, obras en construcción, chimeneas, bosques, cementerios, y las 
reuniones se hacían en partidos de fútbol, en chalanas simulando estar pescando, etc. 


Las funciones que desarrollaban los clandestinos era difundir y encauzar la organización 
para enfrentar a la dictadura, los exiliados difundían en el mundo el terror que se vivía en el Uruguay, e 
impedían que el gobierno de facto pudiera vender carnes, cueros, lanas, frutas en países 
democráticos, y de esa forma se embretó a la dictadura para buscar una salida. 


Los militares idearon un plebiscito para mostrar al mundo un gobierno constitucional y 
democrático, pero los ciudadanos uruguayos votamos en contra y de esa forma perdieron la posibilidad 
de una buena imagen, quedando como lo que eran: un gobierno autoritario. 


La decisión del pueblo uruguayo fue un paso fundamental para poner fin a la dictadura; se 
hizo posible el restablecimiento de la democracia y se logró la liberación de los compañeros presos; de 
no acontecer el hecho histórico de pueblo valiente y solidario, los compañeros presos no estarían con 
vida, porque serían asesinados o desaparecidos. 


Los que se jugaron la patriada sin medir consecuencias de lo que les pudiera suceder, hasta 
poner sus vidas en serios riesgos, son los discriminados porque se les exige mayores requisitos para 
acogerse a la Ley 18.033, son demasiado las exigencias como 10 años de aportes, 60 años de edad, 
el Acto 9, imposición de la dictadura que hoy se aplica en democracia. 


Volvemos a repetir: si te despedían, estabas obligado a pasar a la clandestinidad y/o al exilio, 
porque eras un mal ciudadano por ser sindicalista, político, de izquierda y subversivo; esta situación te 
colocaba en riesgo de perder tu vida o la libertad, era muy difícil conseguir trabajo, estabas obligado a 
realizar changas o 'en negro", si no, te morías de hambre, muchos robaban comida; no es fácil 
completar los diez años de aportes al Banco de Previsión Social y en democracia no ingresabas al 
trabajo por dos razones: la primera, porque la empresa ya tenía la vacante cubierta con otro trabajador 
y, la segunda, porque ya sos viejo; además, ser clandestino y/o exiliado no era buena carta de 
presentación. Por todo esto es que no se puede exigir los diez años de aportes, se deben tomar los 
que tengan. 


Empresas privadas: muchos fueron privados de libertad con las consiguientes repercusiones 
en el orden económico, se fomentó la venganza por parte de las patronales con aquellos trabajadores 
que habían sido puntales de las organizaciones sindicales, pretendiendo con ello configurar “un castigo 
moral”. 


Se instruyeron listas negras, se cerraron fuentes de trabajo para quienes habían participado 
de la resistencia al avasallamiento de la democracia, bien es sabido quien pierde un empleo y busca 
otro, debe decir dónde trabajó antes, y cuando de su anterior trabajo se informa de las causas 
ideológicas, políticas o sindicales que motivaron el despido, ningún empleador le tomaba, ni aun 
deseando hacerlo, ya que era mal considerado por quienes ostentaban el poder. 


Es imprescindible una ley que corrija los resultados perjudiciales de las medidas arbitrarias 
adoptadas por el Gobierno de facto, cumpliendo en la medida de lo posible con los derechos e 
intereses de los lesionados. 


La ley debe acudir en ayuda, ya que se trata de una viva necesidad higiénica y moral, en este 
caso se justifica aún más el amparo legal, ya que con el Gobierno democrático se pondría fin a un trato 
discriminatorio producto de una dictadura que ha dejado vigente sus consecuencias con algunos 
ciudadanos que han perdido casi irremediablemente sus mejores años de actividad laboral, entre otras 
cosas. 


Existen otros considerandos por los cuales entienden los comparecientes que el Gobierno 
está obligado a solucionar la democrática situación que aflige a muchos compatriotas. 


Para definir: a los exiliados, clandestinos, etcétera, es como que no se les está dando la 
importancia que tuvieron por sus padecimientos en razón del terrorismo de Estado, horas, días de 
sufrimiento, sacrificio, hambre y -por qué no decir- terror, dejando de lado la vida normal. Por ejemplo: 
el exilio, decirlo suena sencillo, pero significa nada menos que dejar atrás la patria querida, viviendo en 
lugares muy remotos y desconocidos, la angustia de pensar cómo le iría a la familia y compañeros que 
quedaban en nuestro país. Por algo los antiguos griegos decían que el peor castigo era el exilio. 


En cuanto a situaciones que se establecen en leyes que no son complementarias, se deben 
corregir las restricciones de la Ley 18.033 y análogas, además no es un desembolso enorme, hay que 
legislar un complemento porque se está sirviendo con la Ley 18.033 una parte de lo que se está 
solicitando. Además es una ley a término y se suprime al vacar, porque esta ley especial no tiene 
continuación en el tiempo. Queremos remarcar para vuestro conocimiento que para el 2010 quedarán 
usufructuando esta ley el 80% y para el 2029 no se cobrará más esta reparación porque estaremos 
todos muertos. 


Además hay sobrantes de la Ley 18.033 de dieciocho millones de dólares; deseamos que no 
se destinen en otras configuraciones. 


Se dice que hay pasivos que ganan menos, pues bien, hay que investigar la causa...” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, la Presidencia quiere decir que ha actuado con mucha 
flexibilidad, pero habida cuenta de que hay otras organizaciones que legítimamente tienen derecho a 
ser escuchadas, le solicita que redondee su exposición porque el tiempo de los diez minutos ha sido 
sobrepasado. 


SEÑOR VELÁZQUEZ.- Continúo expresando lo siguiente: “La Comisión por el Reencuentro de los 
Uruguayos con más de 24 años de gestiones por la reparación de los perjudicados por la dictadura, 
esperamos que no se nos discrimine y se nos denomine para la Comisión Especial como integrantes 
titulares. Además, podemos avalar nuestros fundamentos a través del Diario Oficial y el reconocimiento 
del Alto Comisariato de las Naciones Unidas que nos otorgó un reconocimiento. 


Acentuamos tanto los reclamos como así la discriminación y el desconocimiento a la 
Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos, la que ha realizado gestiones desde 1985, nuestro 
petitorio está basado en el margen que 1973 los salarios de buen poder adquisitivo, si compensamos 
todos los años con ajustes porcentuales, no redundaría en una mejor pasividad muy superior a la que 
estamos solicitando en esta oportunidad, que la causa de que estamos reclamando es porque en este 
país hubo un gobierno de facto que impidió trabajar y hacer los aportes al Banco de Previsión Social. Si 
bien trabajamos muchos en changas y en negro. 


Solicitamos: 


1) elevar las pasividades en una sola franja en 11 BPC. No a la discriminación como la 18033 
que es una ley ambigua, restrictiva porque solicita 10 años de aporte, debe decir los que se hayan 


aportado y sin límite de edad, eliminar el Acto 9 porque es una resolución de la dictadura. 


2) retroactividad del 2006 a la promulgación con fecha a la resolución y con ajustes a las 
variaciones al aumento de la BPC. 


3) atención médica en la mejor salud bien atendida. 


4) otorgar un préstamo de $ 300.000 sin intereses a pagar en 10 años el cual caduca al fallecer 
el titular de la pasividad. 


5) otorgar viviendas para quienes no la poseen, admitir todos los medios de prueba. 


Quedamos a vuestra disposición para un encuentro lo más urgente posible si así lo entiende 
la Comisión, porque nos vemos con el impedimento constitucional del mes de agosto, además es 
nuestra intención encontrar un acuerdo para dar respuesta de una negociación equitativa”. 


Tenemos una copia del diploma que, como reconocimiento, nos entregó las Naciones 
Unidas, como así también una nómina de todos los compañeros que estuvieron presos y que debieron 
pagar expensas carcelarias. También adjuntamos una resolución de la Comisión de Derechos 
Humanos. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería importante que dejara una copia del material que ha leído para poder 
incluirlo en la versión taquigráfica. 


Les agradecemos mucho su presencia y de más está decir que la Comisión examinará la 
documentación. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión por el Reencuentro de los Uruguayos) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de la Prensa Uruguaya) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir a los representantes de la 
Asociación de la Prensa Uruguaya a efectos de conocer vuestra opinión sobre el proyecto de ley a 
estudio. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Me llamo Rúben Hernández y soy el Secretario General de la Asociación de la 
Prensa Uruguaya. En primer lugar, quiero agradecer a los señores Senadores por habernos recibido 
en este ámbito. Represento a los compañeros que trabajan en los medios de comunicación -tanto 
activos como pasivos- y, en este caso, vengo en apoyo de aquellos que fueron víctimas de los diarios 
clausurados en los comienzos de la década del año 1970 y no fueron incluidos en las leyes de 
reparación. Estos compañeros querían plantear sus casos ante esta Comisión para que los señores 
Senadores los estudiaran y evaluaran qué posibilidades existirían para poder ser incluidos. 


SEÑOR MATAITIS.- Este es un tema que tiene larga data y por ese motivo es muy difícil de explicar, 
pero voy a tratar de hacerlo en etapas. 


En el año 1970, el Poder Ejecutivo decretó un amparo que abarcó a varios compañeros. 
Concretamente, fueron clausurados el diario “Época” y el semanario “El Sol”, y ante dicha situación los 
compañeros afectados recurrieron a la Comisión de Planeamiento y Presupuesto de la época. Se les 
dijo que estaban de acuerdo con que los personales respectivos fueran amparados porque la situación 
por la que atravesaba la empresa la resolvía el Poder Ejecutivo pero, por lógica, la gente no podía 
quedar sin amparo. En ese momento no se contaba con los recursos necesarios y con el correr del 


tiempo hubo nuevas clausuras como las de los diarios “Extra” y “De Frente”. Ante dicha situación, se 
volvió a dar la misma respuesta hasta que finalmente el Poder Ejecutivo sancionó la Ley N* 13.867 por 
la cual se amparaba al personal que quedara desocupado. Por dicha norma se creó un registro de 
bolsa de trabajo por el que se pagaba hasta el 70% por indemnización, con la creencia de que a ese 
personal había que readaptarlo y reubicarlo. De ese modo se estudiaron fórmulas como, por ejemplo, 
que la propia gente afectada buscara trabajo, declarara el sueldo y, de esa forma, se le 
complementaba hasta el 100% de la remuneración en actividad; eso le significaba a la bolsa un gasto 
de un 60% o 70%. La bolsa no pagaba más, sino que el que recibía más era quien buscaba trabajo 
para reubicarse. Las reubicaciones no fueron muy efectivas, porque fueron cayendo publicaciones, y 
tan así es que la misma Comisión de Bolsa de Trabajo estudió la reubicación ante la necesidad de 
inspectores para el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y se hizo un curso largo en el que se tenía 
que cumplir con requisitos de asistencia, puntualidad y otros méritos. En realidad, durante la dictadura, 
a esos compañeros se los consideró una especie de leyenda negra y fueron desplazados. Más 
adelante, la bolsa de trabajo fue clausurada por el gobierno de la dictadura. 


Ahora, en la Ley de Reparación se incluye a quienes quedaron despedidos de la actividad 
privada, y eso es lo que sucedió con los compañeros a que me he referido, pero después ellos 
recibieron un subsidio. A nuestro juicio, estos compañeros fueron despedidos definitivamente en 1976 
cuando les anularon la bolsa de trabajo. Por esa razón, planteamos que se agregue una interpretación 
O aclaración a la Ley N* 18.033 en el sentido de que también los damnificados por las Leyes N* 13.867 
y 14.080 -y complementarias, porque eran para un año y después se ampliaron- estén incluidos en los 
beneficios de la Ley N* 18.033. 


Debemos decir que, a nuestro criterio, no está claramente definido este tema, porque se trata 
de personas que pertenecen a la actividad privada, pero tienen dos inconvenientes: la ley rige a partir 
de 1973 y ellos fueron cesados antes. En 1976 perdieron todo respaldo económico y, por esa razón, se 
trata de una reparación necesaria, que debe incluir una aclaración en el sentido de que a partir de ese 
mismo momento ellos tendrían que considerarse amparados como despedidos de su profesión. 


Podríamos abundar en más elementos de este tema, pero preferiríamos que los señores 
Senadores nos plantearan sus dudas con respecto a lo que hemos dicho; de todos modos, 
adelantamos que estamos a sus órdenes para cualquier consulta que se desee realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia estima que sería oportuno que nuestros invitados evaluaran 
qué costo tendría la iniciativa presentada. Es importante tener presente que esta Comisión no tiene 
derecho de iniciativa en materia de gastos, pero puede observar y remitir al Poder Ejecutivo los 
planteos realizados. Aclaro que no es necesario que esa evaluación sea presentada en este momento, 
ya que pueden enviarla por escrito más adelante. 


SEÑOR MATAITIS.- Quiero aclarar que la Bolsa de Trabajo tenía un registro de todos los desocupados 
y esas actas, en las que constan todos los nombres de los compañeros afectados, las tenemos 
nosotros porque actuábamos como delegados de los trabajadores. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿De cuántas personas se está hablando? 
SEÑOR HERNÁNDEZ.- Se trata de alrededor de 80 ó 90 personas. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no entendí mal, tendrían que ser incluidos en la Ley N* 18.033 como 
despedidos, es decir que deberían tener cierta cantidad de años de trabajo para tener derecho a la 
jubilación. 


SEÑOR BACCETTA.- Quiero hacer una aclaración con respecto a lo que pregunta el señor Senador. 
Durante la vigencia de la bolsa de trabajo se consideraba al trabajador en actividad y se aportaba a la 
seguridad social. Sin embargo, esto no ha sido reconocido, es decir que no se han considerado como 
años trabajados aquellos en los que este grupo de personas estuvo en la bolsa de trabajo. Incluso, han 
desaparecido de los archivos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social los registros del 
funcionamiento de esta bolsa creada en virtud de la aplicación de la legislación. Entonces, ¿por qué 


consideramos que el despido de la actividad fue en el año 1976? Porque hasta ese momento, mientras 
estaban en las bolsas de trabajo, se hacía el aporte a la seguridad social como si se mantuvieran en 
actividad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su presencia en el día de hoy. 
(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de la Prensa Uruguaya) 
(Ingresa a Sala una delegación de detenidos en Argentina) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el gusto de recibir para el tratamiento del 
proyecto de ley de reparación a una delegación de personas que en su momento fueron detenidas en 
Argentina, integrada por la doctora Leticia Apezechea y los señores Omar Correa y Mauricio Fainstain. 


SEÑORA APEZECHEA.- Quiero señalar que estoy aquí en mi calidad de patrocinante del señor 
Correa, ahora también del señor Fainstain, así como de no más de una docena de personas. En 
realidad, lo que importa no es la cantidad, sino la envergadura de lo que han recibido. 


Esta gente -a quien, repito, represento- estuvo detenida en Argentina y, de acuerdo con la 
Ley N* 18.033, estaría o habría estado comprendida en su artículo 11, por medio del cual se le 
otorgaba una reparación de 8,5 Bases de Prestaciones y Contribuciones. La Comisión encargada de la 
implementación y el estudio de cada caso entendió que dado que la ley no expresaba específicamente 
que era para los detenidos en Uruguay o en el extranjero, solo se hacía lugar a aquellos que hubieren 
sufrido la prisión en el territorio nacional. Por esta razón, estas doce personas -que no son más- 
quedaron fuera de la aplicación de la ley, aunque sí se les concede el beneficio del artículo 2%, que les 
brinda la posibilidad de sumar los años que sufrieron de prisión o de exilio a los efectos de que, 
computados con diez años más de prestaciones efectivas y 60 años de edad, pudieran acceder a la 
jubilación. Ahora bien, lo que sucede es que cada vez que nosotros hemos analizado el tema con 
distintos Legisladores, se ha entendido que el espíritu de la Ley N* 18.033 era que no se había hecho 
una distinción porque se entendía que a quienes hubieran estado prisioneros en el Uruguay o en la 
Argentina -siempre que esos elementos hubieran estado perfectamente probados- les correspondía 
esas 8,5 Bases de Prestaciones y Contribuciones. Para sorpresa de algunos Legisladores que 
visitamos, la Comisión no lo aplicó de esa forma y si bien en el nuevo proyecto que está a estudio se 
modifican cuestiones muy precisas de la Ley N* 18.033, estos casos nuevamente vuelven a quedar 
afuera. Humildemente entendemos que, como se nos ha explicado, esta situación estaba prevista 
cuando se sancionó la Ley N* 18.033, esto es, que el tema del gasto ya había sido contemplado en esa 
oportunidad. Por lo tanto, en este caso bregamos por una interpretación correcta de ese artículo 11, 
que se haga extensivo a quienes sufrieron la prisión en el extranjero. Es decir que no se trata de 
agregar algo nuevo, sino simplemente de interpretar legislativamente esa norma. De esta manera se 
estaría cumpliendo lo que se nos dijo, en cuanto a que esta situación había sido contemplada cuando 
se sancionó la ley; pero repito que el tema quedó a criterio de la Comisión y no fue aplicado de esa 
forma. 


Insisto en que se trata de no más de doce personas, por lo que no estamos hablando de una 
erogación importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otros comentarios, agradecemos a los representantes de detenidos 
en Argentina por su presencia en la sesión de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de representantes de detenidos en Argentina) 
(Ingresa a Sala una delegación de maestras jubiladas ex presas políticas) 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho gusto en recibir a una delegación de 
maestras jubiladas ex presas políticas. 


SEÑORA RICHERO.- Mi nombre es Alicia Richero y me acompaña la señora Luján Buday. La señora 
Blanca Facio -tercera integrante de la delegación- no ha podido asistir, porque es de Bella Unión, pero 
adelanto que adhiere a este memorándum que hemos redactado. 


Ante todo queremos agradecer a los señores Senadores por la oportunidad que nos dan al 
recibirnos y poder relatar nuestro caso. Nosotras somos maestras jubiladas, ex presas políticas 
restituidas a nuestros cargos por la Ley N* 15.783. 


La Ley N* 15.783 amparó efectivamente a quienes en el año 1985 se acogieron al régimen 
jubilatorio especial establecido, que fue del 125% del sueldo respectivo. 


Para quienes teníamos menos de diez años de trabajo -ese es nuestro caso- la ley dispuso 
que debíamos continuar en el desempeño de nuestros cargos, pero en el artículo 9” y siguientes se 
establece claramente el procedimiento para hacer efectiva la recomposición de carrera; pero los 
órganos responsables de la aplicación de esta normativa lo hicieron en forma irregular. En Primaria no 
hubo recomposición de la carrera. Es por eso que desde 1990 se aprobaron sucesivas leyes, como la 
N 16.320, la N* 16.824 y la N* 17.620, que trataron de solucionar la situación jubilatoria de los 
docentes. En nuestro caso, no pudimos ampararnos a ninguna de estas leyes, ya que siempre se 
siguió reclamando como mínimo 10 años de trabajo antes de la destitución. Por lo tanto, cuando 
tuvimos causal jubilatoria no se nos reconoció la calidad de restituidos y nuestro promedio fue de entre 
52% y 60%, según los casos, como cualquier jubilación común. 


Todas nosotras percibimos actualmente alrededor de $ 8.000 de jubilación. Cuando la Ley N* 
18.033 establece nuestra exclusión a nivel previsional por haber sido amparadas por la Ley N* 15.783, 
comenzamos a informar a los Legisladores que se estaba cometiendo una gran injusticia. Primero, 
porque está claro que en 1985 se nos devuelve solamente el trabajo que la dictadura nos había 
quitado, sin recomponer nuestras carreras y, segundo, porque nosotras también somos víctimas del 
terrorismo de Estado, pues somos ex presas políticas procesadas por la llamada justicia militar. Desde 
ese momento, solicitamos poder renunciar a nuestra jubilación de maestras y cobrar la Pensión 
Especial Reparatoria establecida en el artículo 11 de la Ley N* 18.033. 


Reconocemos que se da un gran paso favorable en el camino de la cicatrización de tantas 
heridas con el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo sobre el reconocimiento del 
quebrantamiento del Estado de Derecho. En su artículo 12 se reconoce nuestra situación y se nos 
incluye en el artículo 11 de la Ley N* 18.033. 


Entonces, para subsanar este cúmulo de injusticias y de dolor de tantos años, que se 
acentuó desde la promulgación de la Ley N* 18.033, cuando se nos volvió a victimizar excluyéndonos 
por haber sido maestros restituidos, solicitamos que el beneficio que se nos otorgaría una vez 
aprobado este proyecto fuera retroactivo al mes de octubre de 2006, fecha de promulgación de la 
mencionada ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación agradece la presencia de la 
delegación de maestras jubiladas ex presas políticas. 


(Se retira de Sala la delegación de las maestras jubiladas ex presas políticas) 


El Senador Moreira ha pedido que se aplace la consideración del punto que figura en 
segundo término del orden del día para el martes que viene. Quisiera informar que la Bancada del 
Frente Amplio está en condiciones de votarlo en el día de hoy -nos referimos al proyecto de ley relativo 
al traslado de los restos del prócer José Artigas al Edificio Independencia-, pero no habría 
inconveniente en hacerlo el martes próximo. Ahora bien, debo aclarar que ese día sí deberá ser votado 
el proyecto de ley, para que pueda ingresar en una sesión extraordinaria del Senado que se fije a los 
efectos de su consideración. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 24 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


